
	

	
	
	 	
 
 
El capítulo III de la LGRA indica en su artículo 9 las autoridades de la 
Federación y las entidades federativas que concurran al 
cumplimiento de los objetivos de esta ley, las cuales se señalan a 
continuación: 
 

I. Las Secretarías; 
II. Los Órganos internos de control; 

III. La Auditoría Superior de la Federación y las Entidades de 
fiscalización superior de las entidades federativas; 

IV. Los Tribunales; 
V. Tratándose de las responsabilidades administrativas de los 

Servidores Públicos de los poderes judiciales, serán 
competentes para investigar e imponer las sanciones que 
correspondan, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el 
Consejo de la Judicatura Federal, conforme al régimen 
establecido en los artículos 94 y 109 de la Constitución y en su 
reglamentación interna correspondiente; y los poderes 
judiciales de los estados y el Tribunal Superior de Justicia de la 
Ciudad de México, así como sus consejos de la judicatura 
respectivos, de acuerdo a lo previsto en los artículos 116 y 122 
de la Constitución, así como sus constituciones locales y 
reglamentaciones orgánicas correspondientes. Lo anterior, sin 
perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior y de las 
Entidades de fiscalización de las entidades federativas, en 
materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y 
aplicación de recursos públicos, y 

VI. Las unidades de responsabilidades de las empresas 
productivas del Estado, de conformidad con las leyes que las 
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regulan. Para tal efecto, contarán exclusivamente con las 
siguientes atribuciones: 
a) Las que esta Ley prevé para las autoridades investigadoras 
y substanciadoras; 
b) Las necesarias para imponer sanciones por Faltas 
administrativas no graves, y 
c) Las relacionadas con la Plataforma digital nacional, en los 
términos previstos en esta Ley. 

 
El Sistema Nacional Anticorrupción establecerá las bases y 
principios de coordinación entre las autoridades competentes en la 
materia, tanto para la federación, las entidades federativas y los 
municipios, en la investigación e imposición de sanciones. 
 
Por otra parte, sobre la competencia de estas autoridades, se señala 
lo siguiente en los artículos 10, 11 y 12 de la ley en comento: 
 
Artículo 10. Las Secretarías y los Órganos internos de control, y sus 
homólogas en las entidades federativas tendrán a su cargo, en el 
ámbito de su competencia, la investigación, substanciación y 
calificación de las Faltas administrativas.  
 
Tratándose de actos u omisiones que hayan sido calificados como 
Faltas administrativas no graves, las Secretarías y los Órganos 
internos de control serán competentes para iniciar, substanciar y 
resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa en los 
términos previstos en esta Ley. 
 
En el supuesto de que las autoridades investigadoras determinen en 
su calificación la existencia de Faltas administrativas, así como la 
presunta responsabilidad del infractor, deberán elaborar el Informe 
de Presunta Responsabilidad Administrativa y presentarlo a la 



	

Autoridad substanciadora para que proceda en los términos 
previstos en esta Ley.  
 
Además de las atribuciones señaladas con anterioridad, los Órganos 
internos de control serán competentes para: 
 
I. Implementar los mecanismos internos que prevengan actos u 
omisiones que pudieran constituir responsabilidades 
administrativas, en los términos establecidos por el Sistema 
Nacional Anticorrupción; 
II. Revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de 
recursos públicos federales y participaciones federales, así como de 
recursos públicos locales, según corresponda en el ámbito de su 
competencia, y  
III. Presentar denuncias por hechos que las leyes señalen como 
delitos ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción o 
en su caso ante sus homólogos en el ámbito local. 
 
Artículo 11. La Auditoría Superior y las Entidades de fiscalización 
superior de las entidades federativas serán competentes para 
investigar y substanciar el procedimiento por las faltas 
administrativas graves. 
 
En caso de que la Auditoría Superior y las Entidades de fiscalización 
superior de las entidades federativas detecten posibles faltas 
administrativas no graves darán cuenta de ello a los Órganos 
internos de control, según corresponda, para que continúen la 
investigación respectiva y promuevan las acciones que procedan. 
 
En los casos en que, derivado de sus investigaciones, acontezca la 
presunta comisión de delitos, presentarán las denuncias 
correspondientes ante el Ministerio Público competente. 
 



	

Artículo 12. Los Tribunales, además de las facultades y atribuciones 
conferidas en su legislación orgánica y demás normatividad 
aplicable, estarán facultados para resolver la imposición de 
sanciones por la comisión de Faltas administrativas graves y de 
Faltas de particulares, conforme a los procedimientos previstos en 
esta Ley. 
 
Por último, respecto a la autoridad resolutora, al tratarse de faltas 
administrativas no graves lo será la unidad de responsabilidades 
administrativas o el servidor público asignado en los Órganos 
internos de control, de acuerdo con la fracción IV del artículo 3 de la 
ley. Por otra parte, en el mismo artículo y fracción: “Para las Faltas 
administrativas graves, así como para las Faltas de particulares, lo 
será el Tribunal competente”. 
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